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León, Guanajuato, a 16 dieciséis de febrero del año 2012 dos mil doce. . .  
V I S T O S  para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 186/2011-JN, promovido por la ciudadana María Teresa Rojas Romo; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que la actora se ostenta sabedora de la emisión de la resolución impugnada, que fue el día 13 trece de abril del año del 2011 dos mil once, sin que de las constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
TERCERO.- La existencia del acto impugnado en la presente causa administrativa, consistente en la resolución recaída a la petición formulada por la enjuiciante, se encuentra debidamente acreditada en autos, con el oficio número DAJ/01169/2011 de fecha 28 veintiocho de marzo del 2011 dos mil once, aportado por la parte actora en original (visible en el expediente, en copia certificada, a foja 13 trece); el que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 118 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que se trata de un documento público, expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones, aunado al hecho de que la Subdirectora de Consultoría Jurídico Patrimonial demandada, en su contestación, de alguna manera, al referirse a los hechos reconoce de manera libre y expresa su emisión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio, si en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que
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de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .
Sentado lo anterior, se advierte que en el presente proceso, las autoridades demandadas no hicieron valer la causal de improcedencia o sobreseimiento alguna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No obstante lo antedicho, de oficio, este Juzgador advierte que, en el caso concreto, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, respecto del Director General del Instituto Municipal de Vivienda; toda vez que la resolución que se impugna resulta inexistente respecto de dicha autoridad, por razón de lo siguiente:. . . . . . . . . . . . 

La fracción VI del artículo antes referido, establece como causal de improcedencia que el acto que se impugna sea inexistente, derivando claramente esta circunstancia de las constancias de autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, para este Juzgador efectivamente se actualiza esa causal de improcedencia; ya que al examinar la demanda y, en especial, el oficio donde consta la resolución impugnada; se aprecia que fue emitido única y exclusivamente por la Subdirectora de Consultoría Jurídico Patrimonial del Instituto Municipal de Vivienda, sin que se advierta intervención de ninguna especie, en su emisión, de parte del Director General de dicho Instituto; amén de que de la lectura integral de la demanda, no se desprende de forma alguna, que la actora impute un acto especifico al mismo, de ahí que se considere inexistente el acto impugnado en cuanto a dicha autoridad; ello no obstante a que en el oficio impugnado, se haga referencia a que se da la respuesta “por instrucciones” del mencionado Director. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo anterior, al surtir efectos la hipótesis de improcedencia relativa a la inexistencia del acto, procede sobreseer el presente proceso, únicamente en cuanto al Director General del Instituto Municipal de Vivienda de León; ello con sustento en lo establecido en la fracción II del artículo 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo expuesto por la parte actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que la ciudadana María Teresa Rojas Romo, en fecha no determinada, solicitó del Instituto Municipal de Vivienda de León, la escrituración del lote 1 uno, manzana 7 siete, de la calle Torre Eiffel, colonia Las Torres de esta ciudad, con una superficie de 93.00 m2 noventa y tres metros cuadrados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que el 27 veintisiete de noviembre del 2006 dos mil seis, la actora firmó orden de escrituración respecto del inmueble antes mencionado; que posteriormente, en febrero de 2007 dos mil siete, fue citada el día 2 dos de marzo del mismo año a fin de firmar la escritura correspondiente, previo pago que hiciera del costo de la misma, pago que por la cantidad de $837.00 (Ochocientos treinta y siete pesos 00/100 Moneda Nacional), efectuó el día 6 del marzo de 2007 dos mil siete, acreditando todo lo anterior con la copia simple de los documentos que son visibles en autos a fojas 8 ocho, 9 nueve y 10 diez. . . . . . 

  Así las cosas, al no tener noticias de su escritura, mediante escrito presentado en la Oficialía de Partes del Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato, el día 14 catorce de marzo de 2011 dos mil once, la ahora actora solicitó se le informara el estado que guardaba el trámite de su escritura o la fecha de entrega de la misma, recayendo a esa solicitud la resolución contenida en el oficio materia de la litis; en el sentido de que fue dictaminado como improcedente el trámite de escrituración, por lo que se encontraban a su disposición los documentos originales presentados para dicho trámite. Dicho oficio fue emitido por la Subdirectora de Consultoría Jurídico Patrimonial, Licenciada Georgina Téllez Peredo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Resolución que la justiciable considera ilegal, pues no esta fundada la competencia de la autoridad que emitió el acto; que no se encuentra ni fundada ni motivada pues no se citan las disposiciones legales aplicables al caso concreto; y, que un beneficio a su favor no puede ser declarado improcedente por la misma autoridad que lo emitió. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

A lo expresado por la impetrante, las autoridades demandadas no hicieron pronunciamiento alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, la litis planteada consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución contenida en el oficio número DAJ/01169/2001, de fecha 28 veintiocho de marzo del año 2011 dos mil once, emitido por la Subdirectora de Consultoría Jurídico Patrimonial del Instituto Municipal de Vivienda de León . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede a analizar los conceptos de impugnación hechos valer por la actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Este Juzgador de manera primordial procederá al análisis de los conceptos de impugnación aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de la resolución impugnada y que pudieran traer mayor beneficio a la parte actora en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Así pues, de los conceptos de impugnación esgrimidos, este Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el que enumera como Primero del escrito de demanda, sin necesidad de transcribirlo en su totalidad, así como tampoco los restantes, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en el señalado primer concepto de impugnación, la justiciable expuso: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“PRIMERO.- ES ILEGAL EL OFICIO... EN VIRTUD DE QUE NO EXISTE FUNDAMENTO ALGUNO, EN RELACIÓN A LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD QUE EMITE EL ACTO, PUESTO QUE EN NINGUNA PARTE DEL MISMO SE EXPRESA RAZONAMIENTO ALGUNO; NI MUCHO MENOS CITA ARTÍCULOS DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO MUNICIPAL DE VIVIENDA DE LEÓN GUANAJUATO; QUE LES FACULTE A ACTUAR DE ESA MANERA Y ATRIBUYA LAS FACULTADES QUE SE IRROGAN PARA EMITIR LOS ACTOS DE MOLESTIA AL GOBERNADO.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por su parte, al producir su contestación de demanda, la Subdirectora de Consultoría Jurídico Patrimonial, no realizó argumento alguno tendiente a desvirtuar el concepto de impugnación que se analiza; pues sólo se limitó a contestar los hechos y a rendir el informe admitido como prueba a la actora. . . . 

Analizado que es lo expresado por la actora así como el oficio donde consta la resolución impugnada, para quien resuelve, es fundado el señalado concepto de impugnación, toda vez que, como bien lo señala la parte actora, la Subdirectora de Consultoría Jurídico Patrimonial del Instituto Municipal de Vivienda de León, no funda de modo alguno su competencia para emitir la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En efecto, de la lectura minuciosa del oficio número DAJ/01169/2011, si bien es cierto que se aprecian diversos dispositivos legales del Reglamento Interior del Instituto Municipal de Vivienda para el Municipio de León, Guanajuato, lo cierto es que ninguno le confiere, a la mencionada Subdirectora, la facultad para dar respuesta a una petición formulada por un particular, pues tal facultad corresponde a los Directores de Área de ese organismo descentralizado de la Administración Pública Municipal, de acuerdo a lo establecido en la fracción XVI del artículo 22 del Reglamento Interior antes citado que a la letra consigna: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 22.- Corresponde a los Directores de Área: . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

I a XV.-…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

XVI. Dar respuesta fundada y motivada a las peticiones que por escrito les sean formuladas por los particulares, en los términos de las disposiciones legales aplicables;”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así entonces, al no ser equiparable el cargo de Subdirectora de Consultoría Jurídico Patrimonial con el cargo de Director de Área, por lógica, no resultaba competente para emitir la resolución materia de la litis. . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, por otro lado, si se considera que la Subdirectora enjuiciada sustenta su competencia en el artículo 19 del Reglamento Interior del Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato, que a la letra dispone: . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 19.- Corresponde al Director General del Instituto, el ejercicio de las atribuciones y obligaciones que le confiere el Reglamento Constitutivo y demás disposiciones legales y reglamentarias, las que podrá delegar en servidores públicos subalternos, sin perjuicio de su ejercicio directo, con excepción de aquellas que tengan el carácter de no delegables.”. . . . . . . . . . . . . . 

De donde se interpreta que el Director General de dicho Instituto podrá delegar atribuciones que no tengan el carácter de no delegables; sin embargo, no basta para tener por delegada la facultad a favor de la Subdirectora demandada, de dar respuesta a la solicitud de la ciudadana María Teresa Rojas Romo el consignar en el oficio: “….por instrucciones del C. Lic. Carlos Alejandro Caballero Acosta, Director General del Instituto Municipal de Vivienda de León, doy respuesta………”; toda vez que resultaba necesario que hiciera referencia expresa al acuerdo delegatorio de facultades, que en su caso haya expedido a su favor el Director General del Instituto Municipal de Vivienda de León, incluso transcribiendo su contenido, para así tenerla por competente para emitir la resolución controvertida, lo que en la especie no se dio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es por todo lo antes razonado y sustentado, el que se concluye que la resolución contenida en el oficio número DAJ/01169/2011, datado el 28 veintiocho de marzo de 2011 dos mil once, no reúne uno de los elementos de validez del acto administrativo, como lo es el previsto en la fracción I del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los
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Municipios de Guanajuato, en el sentido de que debe ser expedido por autoridad competente; lo que en la especie, en el caso concreto, no se dio; por lo que se declara nulo al surtir efectos la causa de nulidad prevista en la fracción I del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en mención, por lo que con fundamento en el artículo 300, fracción II del mismo Código, es procedente decretar su nulidad total. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al respecto, este Juzgador estima que resulta aplicable la siguiente Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“AUTORIDADES INCOMPETENTES. SUS ACTOS NO PRODUCEN EFECTO ALGUNO.  La garantía que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, denota que la competencia de las autoridades es uno de los elementos esenciales del acto administrativo. Entre sus características destacan las siguientes: a) requiere siempre de un texto expreso para poder existir; b) su ejercicio es obligatorio para el órgano al cual se atribuye y c) participa de la misma naturaleza de los actos jurídicos y abstractos, en el sentido de que al ser creada la esfera de competencia, se refiere a un número indeterminado o indeterminable de casos y su ejercicio es permanente porque no se extingue en cada hipótesis. Ahora bien, estas características encuentran su fundamento en el principio de legalidad, según el cual, las autoridades del Estado sólo pueden actuar cuando la ley se los permite, en la forma y términos que la misma determina, de tal manera que esta garantía concierne a la competencia del órgano del Estado como la suma de facultades que la ley le da para ejercer ciertas atribuciones. Este principio se encuentra íntimamente adminiculado a la garantía de fundamentación y motivación, que reviste dos aspectos: el formal que exige a la autoridad la invocación de los preceptos en que funde su competencia al emitir el acto y el material que exige que los hechos encuadren en las hipótesis previstas en las normas. En este sentido, como la competencia de la autoridad es un requisito esencial para la validez jurídica del acto, si éste es emitido por una autoridad cuyas facultades no encuadran en las hipótesis previstas en las normas que fundaron su decisión, es claro que no puede producir ningún efecto jurídico respecto de aquellos individuos contra quienes se dicte, quedando en situación como si el acto nunca hubiera existido.” Novena Epoca. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XIV, Octubre de 2001. Tesis: 2a. CXCVI/2001. Página:   429. Inconformidad 292/2001. Víctor Hugo Bravo Pérez. 5 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Oliva Escudero Contreras. . . . . 


SÉPTIMO.- En virtud de que el Primer concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado, resulta innecesario el examen de los restantes, ya que su estudio no afectaría ni variaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

OCTAVO.- No obstante el que se haya decretado la nulidad total de la resolución materia de la litis en el presente proceso; atendiendo a que dicha resolución recayó a una solicitud de un particular, el criterio que nuestro máximo Tribunal en nuestro país ha sostenido en diversas jurisprudencias es en el sentido de que no puede dejarse de resolver lo pedido; así como a los principios de coordinación y colaboración entre la administración pública municipal a que se hace referencia en el artículo 165 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se ordena, como consecuencia, a la Subdirectora de Consultoría Jurídico Patrimonial, remita a la Dirección de Área competente del Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato, la solicitud de la ciudadana María Teresa Rojas Romo, para que resuelva, fundada y motivadamente, lo que en derecho proceda; lo que deberá hacer dentro de los 15 días siguientes a que cause ejecutoria la presente sentencia, debiendo notificar de ello a la ciudadana María Teresa Rojas Romo e informar a este Juzgado el debido cumplimiento, acompañando las constancias que así lo acrediten. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracción VI; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300, fracción II, y 302, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso administrativo respecto de la autoridad demandada Director General del Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato; de conformidad con las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Cuarto Considerando de la presente resolución . . . . . . . . . . . . . .  

TERCERO.- Procedió el proceso administrativo promovido en contra de la resolución emitida por la Subdirectora de Consultoría Jurídico Patrimonial del Instituto Municipal de Vivienda de León. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Se decreta la nulidad total de la resolución contenida en el oficio número DAJ/01169/2011 de fecha 28 veintiocho de marzo del 2011 dos 
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mil once. Lo anterior con base en las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando Sexto de esta misma sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Se ordena a la Subdirectora de Consultoría Jurídico Patrimonial del Instituto Municipal de Vivienda de León, Guanajuato; remita a la Dirección de Área competente de ese Instituto, la solicitud de la ciudadana María Teresa Rojas Romo para que resuelva, fundada y motivadamente, lo que en derecho proceda; ello con sustento en lo expuesto y en los términos precisados en el considerando Octavo del presente fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DICTADA EL DIA 16 DIECISÉIS DE FEBRERO DEL 2012 DOS MIL DOCE, EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO NÚMERO DE EXPEDIENTE 186/2011-JN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
